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INTRODUCCIÓN

El presente documento actualiza las conclusiones del estudio “La dimensión laboral de los acuerdos de integración regional y libre comercio en las Américas”, y fue elaborado por Maria Luz Vega, Especialista del Programa InFocus para la Promoción de la Declaración desde la Oficina de la OIT en Ginebra, con los comentarios de Daniel Martínez, Director Regional a.i. de la OIT para las Américas, así como de Leonardo Ferreira Neves Jr., Coordinador Técnico Principal del Proyecto CIMT el cual se ejecuta desde la Oficina Regional de la OIT para las Américas, en el marco del Proyecto OIT de apoyo a la Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo de la OEA.

El estudio en referencia fue presentado por el Grupo de Trabajo 1 de la XII CIMT ante la reunión técnica preparatoria de la XIII CIMT, realizada en el mes de julio de 2003 en Brasilia (Brasil), como insumo para la elaboración de la Declaración y Plan de acción formulados por ocasión de la XIII CIMT.  La publicación correspondiente a este estudio fue posteriormente distribuida en la reunión Ministerial de Salvador, Bahía, en septiembre de 2003, que inauguró la XIII CIMT.  El documento formulado con el apoyo técnico de la OIT y los aportes y discusiones de los gobiernos y de COSATE y CEATAL, fue el resultado de un trabajo de análisis y reflexión sobre la experiencia de los acuerdos de integración regional y de libre comercio existentes en el hemisferio desde la perspectiva de su dimensión social.

Dos años han trascurrido desde su preparación, presentación y publicación y el mundo, y en particular, el hemisferio siguen gravitando hacia una economía global, donde el comercio aparece intrínsecamente ligado a lo social.  Como señala el Director General de la OIT respecto del Informe elaborado en 2004 por la Comisión Mundial sobre “La Dimensión Social de la Globalización - Por una globalización justa”, “la búsqueda de una globalización justa que cree oportunidades para todos va a ser una cuestión predominante en el contexto de los asuntos internacionales en la próxima década”
.  El propio informe revela la importancia que para el comercio tienen los objetivos de la OIT y que van desde el respeto a los derechos fundamentales pasando por el dialogo social, y las iniciativas empresariales voluntarias.  Todo ello facilita la buena gobernanza de un proceso imparable.

En este contexto algunos acontecimientos han sido relevantes en el marco de nuestra región y muy en particular la firma de los acuerdos de libre comercio entre EEUU y diversos países de la región
 que incluyen capítulos sociolaborales con compromisos expresos de las partes signatarias de respetar derechos fundamentales en el trabajo conforme a la definición de la OIT, con primacía expresa de la ley nacional al respecto.  Al mismo tiempo no se constata ningún cambio relevante en el desarrollo de la dimensión social de los procesos de integración, consolidándose la línea que se ha venido planteando desde hace años y que queda reflejada en la publicación original y quedando pendiente el debate de si el proceso de respeto a los derechos fundamentales pasa mas bien por una Declaración Sociolaboral a la manera de MERCOSUR y un organismo de seguimiento o por un reconocimiento expreso de cumplimiento de obligaciones a la manera de los TLC.

A todo esto se añade las negociaciones del ALCA y el nuevo giro que estas adquirieron desde el 2003. En el mismo sentido importa mencionar los “acuerdos marcos” en empresas multinacionales que generan bases para la aplicación de los derechos fundamentales fruto de un compromiso internacional en sectores productivos concretos, y  las directrices de algunos organismos ad hoc (OCDE para empresas multinacionales por ejemplo).

El contexto mundial se ve inmerso en una dinámica de creciente vinculación entre el comercio y una dimensión social basada en el cumplimiento de los derechos fundamentales que nadie discute en el continente.  Sin embargo, como señala Martínez
 el debate técnico sobre la dimensión laboral y su vinculación bien con el derecho, o bien con el hecho mismo del empleo y el progreso productivo, persiste. 

En América, señala el autor
, la dimensión social del comercio es un hecho aceptado gracias a consensos documentados y de larga data, pero el problema pendiente sigue siendo la aplicación de los derechos a través de la legislación nacional y la mejora de los espacios de participación en la negociación de los actores sociales involucrados en el proceso.

El debate, la reflexión y el estudio siguen siendo necesarios. Por tanto las presentes conclusiones, consideraciones y sugerencias solo buscan actualizar más tarde las constataciones hechas por los grupos de trabajo en el 2003, aportando la experiencia de los trabajos realizados, de los procesos en curso relatados y los avances en el estudio y en la práctica.

CONCLUSIONES, CONSIDERACIONES Y SUGERENCIAS

1. Conclusiones Generales

1.1 No ha habido cambios importantes en el desarrollo normativo laboral de los procesos de integración en los dos últimos años. Sin embargo, los acuerdos de libre comercio (TLC) parecen haber encontrado de forma definitiva (ya sea EEUU o Canadá) un cuerpo legal común (la Declaración de la OIT y de forma variable, algunos derechos sobre jornada, seguridad y salud y salario mínimo) que se refleja de forma similar en los textos.  En los TLC, se aprecia así mismo una tendencia clara a reducir las sanciones pecuniarias en caso de incumplimiento de las obligaciones laborales y a proporcionar, a cambio, una mayor cooperación técnica para conseguir un mayor y mejor cumplimiento de los derechos reconocidos.

1.2 En lo relacionado con los derechos fundamentales en el trabajo, se sigue requiriendo de un mayor desarrollo en la legislación interna de algunos países de la región.  En el caso de algunas comunidades (SICA y CAN
) sigue sin revisarse el papel de los principios y derechos fundamentales y considerar la posibilidad de dotarles de valor jurídico expreso.

1.3 En muchos países siguen existiendo serias limitaciones en la aplicación de dichas normas y compromisos, tanto por la no-observancia de la ley, como por la existencia de amplios sectores ocupacionales no cubiertos por la legislación laboral.  Los comentarios de la Comisión de Expertos en la Aplicación de Convenios y Recomendaciones (CEACR) de la OIT evidencian los problemas existentes en materia de aplicación de la normativa laboral internacional, sin perjuicio de tímidos progresos.

1.4 Los mecanismos de puesta en práctica y aplicación de la legislación en el ámbito nacional siguen siendo el talón de Aquiles de la dimensión social, pues son insuficientes y sus recursos humanos carecen, en muchos casos, de formación adecuada y medios suficientes para ejercer su actividad. En general se aprecian aún administraciones de trabajo débiles, por tanto, poco efectivas que encuentran dificultades para formular políticas adecuadas y darles el seguimiento correspondiente.  No obstante existe una creciente preocupación nacional al respecto y una tendencia a considerar el tema como central en las agendas, tanto a nivel nacional como en el desarrollo de la cooperación laboral ligada al comercio internacional.

1.5 Con relación a cada uno de los procesos subregionales se observa:

En la CAN: Su estructura normativa actual no plantea un desarrollo autónomo de la dimensión sociolaboral del proceso, aún cuando enfatiza los aspectos vinculados al empleo.  La expansión del empleo, la formación profesional, la facilitación de la circulación de trabajadores o la habilitación de una cobertura igualitaria en materia de seguridad social, constituyen ciertamente elementos fundamentales en la integración, es decir se desmarca en sus normas vinculantes  de la Declaración y de los llamados principios fundamentales.  No obstante sigue trabajando para incluir lo previsto en la Carta Social Andina, que incluye estos derechos (Decisión 815 de diciembre de 1999) en el ordenamiento jurídico de la  CAN. 

En la XII Reunión de Viceministros y Expertos de Trabajo de la CAN, de 27 de agosto de 2004, los representantes de los países suscribieron el Compromiso de los Viceministros de la Comunidad Andina sobre el Trabajo Infantil de forma a trabajar activamente en la erradicación de esta lacra. En esta misma vía, la Decisión 601 sobre el Plan Integrado de Desarrollo Social de 21 de septiembre del 2004 se refiere en la sección de “proyectos sociales” a dos proyectos a realizar: el Programa Subregional Andino de Prevención y Erradicación del Trabajo Infantil y el Programa Subregional Andino sobre Derechos Fundamentales de los Trabajadores que busca avanzar en esa base jurídica con los derechos fundamentales incluidos.

En el CARICOM:  Sus programas y proyectos de cooperación técnica y la difusión de buenas prácticas siguen representado un aporte sustantivo, al combinar productividad y protección entre sus objetivos.  En general se observa escaso debate sobre la aplicación de los principios, habiendo quedado sus Cartas Sociales más como declaraciones que como verdaderos marcos de referencia normativa.  Sin embargo, es interesante el progreso del debate en el tema administración de trabajo tanto a nivel nacional como de la propia Comunidad del Caribe.

En el MERCOSUR:  Sigue siendo el bloque más adelantado con relación a la incorporación de la dimensión sociolaboral, aún cuando el proceso tiene una gran debilidad institucional que dificulta la ejecución de los principios en forma comunitaria.  A pesar de que existen instituciones y organismos especializados para su diseño, mecanismos de consenso y para la aplicación de políticas públicas laborales, el MERCOSUR todavía sigue sin funcionar realmente como un mercado común, por lo cual ni el Consejo del Mercado Común ni el Grupo del Mercado Común han puesto en marcha políticas macroeconómicas sociales y laborales comunes.

En reunión realizada en mayo de 2004 en Buenos Aires, el Subgrupo de Trabajo 10 del MERCOSUR - Asuntos Laborales, Empleo y Seguridad Social –  hizo una evaluación de su funcionamiento y concluyó por la necesidad de trabajar de forma multidisciplinar y en torno de prioridades claras, que incorporasen los compromisos y metas establecidas por la Declaración de los Ministros de Trabajo de MERCOSUR para la adopción de una Estrategia Regional de Empleo (Buenos Aires, abril de 2004), así como los temas laborales y sociales más preeminentes en el cuadro actual del bloque.  Se definió una agenda de trabajo en torno de 3 ejes temáticos: 1) generación de trabajo decente; 2) libre circulación de la mano de obra; y 3) el fortalecimiento de la dimensión sociolaboral, donde se inserta la actualización del Nomenclador de los principales derechos laborales. 

No obstante los mecanismos jurídicos disponibles en la Declaración y en los reglamentos de la Comisión Sociolaboral, es importante señalar que seis años después de su adopción los resultados prácticos de su aplicación y el funcionamiento de su órgano de seguimiento (Comisión Sociolaboral) presentan bajo perfil y poca relevancia para la institucionalidad del MERCOSUR. De hecho la Comisión no ha logrado completar el ciclo de control regular, además los informes producidos carecen de datos estadísticos  y a menudo repiten las informaciones contenidas en las memorias nacionales debidas a la OIT en virtud de los procedimientos de control.

En el TLCAN:  pese a ser el proceso más antiguo el cumplimiento de la legislación en los tres países es aún un proceso inacabado. La creación de nuevas vías para dar vigencia a la protección laboral a través de la Comisión para la Cooperación Laboral para América del Norte es pequeña, pero es un paso positivo en la dirección correcta. En los últimos años muchas de las iniciativas tripartitas sociolaborales de la subregión han sido suspendidas por el desacuerdo entre los sectores sociales y por la falta de coordinación con las otras políticas regionales.  Sin embargo, el examen de los compromisos laborales hechos en el contexto del TLCAN y la Declaración de la OIT demuestran que el proceso de integración regional brinda nuevas oportunidades y nuevos desafíos para los trabajadores y sus organizaciones.

En el SICA:  Si bien las instituciones ligadas al Subsistema Económico son las de mayor tradición regional, los aspectos sociolaborales siguen sin desarrollarse.  El Subsistema de Integración Social ha tenido hasta el momento muy poca incidencia en la definición de las políticas sociales de la subregión.  El seguimiento de las Cumbres Presidenciales y las Reuniones de Ministros de Trabajo sigue dándose en el ámbito de cada uno de los países individualmente, y es fundamental en las decisiones comunes, pero es poco lo operado en el SICA.  Se sigue señalando que el Sistema de Integración Centroamericana es una compleja y burocrática red de órganos e instancias, de cuya existencia se conoce poco y menos aún de las actividades que realizan en el campo sociolaboral. 
1.6 Se ha seguido comprobando que la integración no sólo no destruye empleo ni deprime los salarios, sino que por el contrario, refuerza el respeto a los derechos fundamentales, lo que constituye un elemento central de la estabilidad social y política y de la seguridad jurídica, necesarias para el aumento sostenido de la inversión, el crecimiento económico y la generación de empleo de calidad. 

1.7 Existe consenso en que no se deben promover ni aceptar competitividades espurias basadas en el no-respeto a los derechos fundamentales en el trabajo.  Los acuerdos de integración y de libre comercio sin embargo, no recogen ese concepto que la propia Declaración de la OIT incluye.

1.8 Los representantes de las organizaciones sociales consultadas por la OIT son, en general, favorables al proceso de integración y al desarrollo de una dimensión social y laboral de los mismos, en especial la relacionada con el respeto a los derechos fundamentales de los trabajadores.  Sin embargo, consideran que para el desarrollo de los procesos de integración y de su dimensión sociolaboral, la participación de los actores sociales sigue siendo mínima y así se ha constatado en la negociación de los TLC.  De igual modo, critican el burocratismo en el que parecen haber desembocado algunos procesos de integración. 

1.9 Crecen en la región -por más que aún no sean suficientes- los proyectos de cooperación destinados a ayudar a los países a lograr avances sustantivos en materia de respeto a los derechos fundamentales de los trabajadores, incluida la erradicación del trabajo infantil y del trabajo forzoso, la libertad sindical y la promoción de los derechos fundamentales así como la mejora de la administración de trabajo y del sistema de solución de conflictos.  El aumento de estos programas ha sido muy significativo en los últimos diez años y se espera que aumente aún más, a medida que se consoliden los procesos de integración en curso.  Sigue siendo importante evaluar su impacto, su desarrollo y sostenibilidad para llevar adelante programas futuros más coordinados y eficaces en un contexto regional.

1.10 Si bien existen algunas experiencias de aplicación efectiva de la normativa, no parece que las mismas estén suficientemente difundidas en la región.  La información, la cooperación horizontal y los foros de discusión y redes de información regionales siguen siendo un aspecto de desarrollo necesario para este efecto.

2. Consideraciones sobre algunos asuntos pendientes

2.1
Revisando las conclusiones del 2003 los avances son escasos a pesar del dinamismo, importancia y crecimiento del proceso, así como las voces unánimes para garantizar su gobernanza.

2.2
Es indudable que los países de la región requieren aún mejorar el nivel de aplicación de las normas y compromisos laborales incorporados en los acuerdos de integración -y en algunos acuerdos de libre comercio- si se quiere que los mismos no se conviertan en una mera declaración de buenas intenciones.  Para ello es necesario fortalecer a las administraciones de trabajo y a los actores sociales, agentes directos del proceso con proceso efectivos y enfocados.

2.3
Son evidentes los diferentes desarrollos de los procesos de integración de la región en lo que se refiere a promoción de las normas laborales internacionales, y en especial los derechos fundamentales en el trabajo y esto sigue siendo un tema pendiente.  En el caso del SICA -y en cierta medida de la CAN- es notorio el escaso desarrollo logrado en este campo.

2.4
Los países de la región, actuando individualmente o como grupos subregionales, tendrán que adoptar en algún momento decisiones respecto a si el Área de Libre Comercio hemisférico que se está negociando debe incluir o no una dimensión sociolaboral y, en caso afirmativo, cuál sería la naturaleza de la misma y la forma jurídica que adoptaría. 

2.5
Así mismo, es indispensable para la propia legitimidad social del proceso de integración en general, de los TLC -y para el Área de Libre Comercio hemisférico en particular- incrementar los niveles de participación de los actores sociales en el proceso. 

2.6.
Sigue siendo fundamental considerar el traspaso de información y de experiencias como base del desarrollo regional.  Es necesario explorar estrategias comunes que permitan un acceso igualitario a la buena información y a la difusión de buenas prácticas laborales, quizá en este sentido los trabajos realizados en el seno de los grupos de trabajo de la CIMT han demostrado la utilidad y los desafíos de la cooperación horizontal, así como la necesitad de generar mejores redes de información y un mayor voluntad y compromiso políticos a nivel nacional.

3. Sugerencias

3.1 Es recomendable que aquellos países cuya legislación laboral interna no ha desarrollado suficiente o adecuadamente la normativa laboral relativa a los derechos fundamentales en el trabajo, procedan a hacerlo de forma progresiva y culturalmente adecuada en consulta con los actores sociales.  De igual modo, es aconsejable que el proceso centroamericano SICA, y en cierta medida la CAN, desarrolle -al igual que los demás procesos de integración en la región- la dimensión sociolaboral de la que hasta ahora carece.

3.2 Para mejorar la aplicación de las normas relativas a los derechos fundamentales en el trabajo se requiere no sólo el fortalecimiento de las instituciones de inspección del trabajo y de justicia laboral (en general de toda la administración del trabajo) sino también el desarrollo de campañas orientadas a fomentar una cultura de aceptación de que el respeto a esos derechos, además de una obligación ética y social, es también una exigencia para la estabilidad política y una buena inversión económica, al menos en el largo plazo.  Los proyectos de cooperación en marcha, en este sentido, deben ser evaluados periódicamente para garantizar su efectividad 

3.3 La mayor participación de los actores sociales en las instancias y organismos de integración y en los TLC, así como en el proceso de negociación propiamente dicho, les otorgará mayor dinamismo y les proveerá del apoyo social del que en ocasiones carecen.  En consecuencia, impulsar y facilitar esa mayor participación de los actores sociales debería ser una de las prioridades del proceso de integración en los próximos meses.

3.4 Se deberán desarrollar y revisar los existentes, desde una perspectiva global, los proyectos de cooperación multi y bilaterales que permitan reforzar el objetivo de cumplimiento de los derechos fundamentales.  Dichos proyectos deben buscar una verdadera efectividad, reflejar las necesidades nacionales y buscar fórmulas de trabajo que se adapten a las nuevas situaciones de cumplimiento de los principios en el contexto de la globalización.

3.5 A efectos de lograr una aplicación efectiva de los principios y derechos fundamentales en el trabajo -además de reforzar los mecanismos existentes- es urgente detectar y desarrollar medidas legales y políticas innovadoras capaces de incluir a las micro, pequeñas empresas y empresas de los sectores rurales. 

3.6 Es importante que las instituciones de integración desarrollen las propuestas para la generación de empleo debatidas en los distintos foros regionales (MERCOSUR y CAN 2004, Centroamérica y CARICOM en el año en curso), diseñen estrategias regionales en esta materia y apoyen a los países miembros en su aplicación y evolución.
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� Más allá de algunas iniciativas, en la actualidad la CAN no ofrece cobertura normativa dentro del ordenamiento jurídico comunitario a los principios y derechos fundamentales en el trabajo, lo cual limita -entre otras cosas- la definición de una dimensión sociolaboral integral para el proceso de integración y las posibilidades de dotar a tales normas fundamentales de mecanismos de control jurisdiccional comunitario (Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina).
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